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			PRÓLOGO

			INICIO

			Este libro nace a partir de una propuesta que nos acercara Editorial Paidós, específicamente el Departamento de Evaluación Psicológica, ante la constatación de que en nuestro medio no sobran precisamente publicaciones que desarrollen las cuestiones atinentes a la práctica de los profesionales de la Psicología en el ámbito forense. En efecto, muchos profesionales en la Argentina a menudo recurren, al momento de iniciarse en la profesión o ante la necesidad de profundizar en algún aspecto de esta práctica, a foros y grupos virtuales en busca de información y experticia. Como testigos de la demanda constante de consejos y sugerencias relacionados con el rol y la función de quien trabaja en la tarea pericial, nos abocamos a crear una obra que resumiera cuestiones clave de nuestra tarea, y que retratara el modo específico que asume la práctica forense en nuestro país. De allí la voluntad de hacer un manual, en el sentido de un compendio que reúna los aspectos imprescindibles a la hora de llevar a cabo la práctica profesional de modo idóneo, en un ámbito que por cierto presenta una singularidad y –por qué no decirlo– cierta complejidad específica. 

			La inserción en este ámbito requiere una sólida formación profesional por parte de quienes van a desempeñarse como expertos o peritos. Pocas son las universidades que ofrecen carreras de especialización en psicología forense y jurídica con acreditación de la CONEAU; (1) no obstante hay profesionales que dictan cursos en sus espacios privados de formación, algunos con el aval de organizaciones reconocidas y otros tantos sin ese aval, pero con gran habilidad docente y vasta experiencia en el ámbito forense.

			Existe un importante número de colegas abocados al área de la consultoría de parte en estudios jurídicos, en compañías de seguro o en aseguradoras de riesgo de trabajo, es decir, en la periferia de lo judicial. En los últimos años se incrementó considerablemente el número de inscriptos en las listas de peritos de oficio en la Justicia nacional y provincial, en gran medida gracias al efecto que producen las redes sociales y otros medios de comunicación, que han visibilizado el rol del psicólogo en general y el del perito en particular. Este manual aspira a ser un eslabón inicial, una fuente de consulta para aquellos colegas interesados en el área que deseen inscribirse en las listas como auxiliares de justicia o desempeñarse como consultores técnicos y/o peritos de parte. 

			CONTENIDO

			La psicología es una profesión versátil que permite múltiples aplicaciones en la práctica profesional, pues puede entrecruzar su decir con discursos ajenos a su propio saber. También es cierto que el derecho es una disciplina apasionante; se trata del mundo de las leyes y las normas, ámbito para el cual nuestro saber a menudo es requerido durante los procesos judiciales. En tanto que el derecho busca evidencias, producir pruebas en las que sostener la decisión del acto de hacer justicia, la psicología puede en muchos casos aportar pruebas y evidencias –tal vez en otro sentido– que coadyuven a que los magistrados resuelvan en forma ecuánime los litigios. 

			Este manual integra aspectos teóricos y prácticos sobre el ejercicio profesional de la psicología en el ámbito forense, particularmente las funciones y roles del psicólogo, contextualizando su labor. Si bien el profesional ha aprendido a utilizar un lenguaje técnico mientras fue alumno, es durante su práctica profesional cuando se consolida su formación en la intersección entre la psicología y el derecho, cuando incorpora los términos propios de lo judicial para entramarlos con los términos propios de lo psi.

			Decidimos dividir la obra en tres partes, para mayor claridad expositiva. La primera aborda la estructura judicial en nuestro país y las diversas funciones que puede desempeñar el psicólogo en el ámbito judicial. La segunda es temática: se despliegan allí los temas por los que más habitualmente se nos convoca a los profesionales de la Psicología. La tercera ofrece consideraciones sobre aspectos precisos: la redacción de informes o dictámenes y cuestiones éticas, entre otros temas. Hemos considerado de utilidad incluir un glosario al final de la obra, que podrá ser consultado en el transcurso de la lectura o bien posteriormente, una vez finalizada esta. El lenguaje jurídico puede ser abstruso y lleva un tiempo familiarizarse con todo un universo conceptual y procedimental propio del derecho. 

			JURISDICCIÓN

			Las autoras se desempeñan en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en la provincia de Buenos Aires, razón por la cual los datos y descripciones se nutren fundamentalmente de estas jurisdicciones. No ha sido la intención sesgar la obra con un espíritu “centralista”, sino la de ofrecer información, datos y contrastar experiencias con el mayor rigor y objetividad posibles. Por otra parte, si bien la organización puntual del sistema judicial en cada provincia puede presentar variaciones, estas son menores, y cualquier profesional podrá, teniendo en cuenta el ejemplo que se brinde en la obra, encontrar la modalidad específica que asuma esta práctica en su distrito. Por eso consideramos de utilidad incluir información muy detallada de ciertos procedimientos, que sabemos pueden variar no sólo en términos territoriales sino a lo largo del tiempo; y ello con la idea de que un manual debe proveer un panorama pormenorizado de la práctica, de modo de visualizar un funcionamiento completo del sistema. 

			Por otra parte, sabemos que, en líneas generales, la formación de nuestros colegas no varía en su núcleo: conocer profundamente los instrumentos de evaluación psicológica, el contexto de trabajo judicial en el que se implementará su saber, y desarrollar el “ojo clínico”, que en definitiva es el resultado de años de lecturas y experiencia con pacientes y/o peritados. La labor del psicólogo forense es breve, en comparación con otros ámbitos de aplicación, por eso una gran condensación de saberes son convocados al momento de su actuación. 

			CONTEXTO

			Este libro ha procurado hacer un uso no sexista del lenguaje; sin embargo, a fin de facilitar la lectura no se incluyen recursos como “x”, “@” o “-a/as”. Entendemos que la lectura habría tropezado sensiblemente, por lo que hemos privilegiado la ilación expositiva. 

			La Justicia, tanto en su estructura como en sus procesos, es una entidad dinámica y sujeta a cambios constantes, por lo cual es posible que el presente manual pueda, con el tiempo, ser objeto de modificaciones según el devenir de reglamentaciones, modalidades de actuación y de estructuración. 

			Este libro fue comenzado a pensarse antes de la pandemia del Covid 19 y fue concluido entre el ASPO (2) y el DISPO (3) por lo que hemos tratado de identificar muchos de los cambios que se fueron produciendo a lo largo del año 2020 y 2021. En cuanto a la forma de trabajar, la pandemia y sus restricciones aceleraron la digitalización total de los expedientes en la Justicia nacional, aunque también generó, en nuestro quehacer, controversias y debates con relación a la evaluación psicológica por medios remotos a causa de los resguardos sanitarios. Al final de la obra dedicamos un breve capítulo a analizar “lo que la pandemia nos dejó”, aun cuando sabemos que no ha concluido aún.

			AFECTO

			Finalmente, compartimos con nuestros lectores que, casi concluyendo la redacción de esta obra, sufrimos la muy dolorosa pérdida de nuestra amiga, colega y autora, Andrea Cecilia Mele quien, con su arrasadora energía, su gran sentido del humor, sus profundos conocimientos y su distinguido don de gentes trabajó a destajo mientras batallaba con valentía en otros frentes. 

			Expresamos nuestro profundo respeto y admiración hacia ella y el merecido reconocimiento de sus muy valiosas intervenciones en esta obra. 

			ANHELO

			Esperamos que este manual resulte un acompañante de cabecera para aquellos que se inician en la tarea pericial psicológica. Y, para aquellos que ya despliegan este quehacer, es nuestro deseo que sea un acompañante silencioso, capaz de brindar algunas respuestas a los interrogantes más comunes que se presentan en este apasionante ámbito de trabajo. 

			
				
					1-  Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria.

				

				
					2-  Aislamiento Social Preventivo y Obligatorio (Decreto 297/2020).

				

				
					3-  Distanciamiento Social, Preventivo y Obligatorio (Decreto 125/2021).

				

			

		


		
			I

ESTRUCTURA JUDICIAL  Y ETAPAS PROCESALES

		


		
			Capítulo 1

			LA PSICOLOGÍA Y LA PSICOLOGÍA JURÍDICA

			INTRODUCCIÓN

			La palabra psicología proviene del griego psico o psykhé, que significa “alma”, “psique” o “actividad mental”, y de logía, que significa “estudio” o “tratado”. Por lo tanto, psicología es el “estudio o tratado de la psique”. 

			Se trata de una disciplina que tiene como objetivo analizar los procesos mentales y el comportamiento de los seres humanos y sus interacciones con el ambiente físico y social.

			Las corrientes psicológicas más reconocidas se originaron  a partir de distintas líneas teóricas, tales como la Gestalt, el psicoanálisis, el conductismo, la psicología cognitiva o cognitivismo, entre otras. Entre las formas de psicología aplicada, encontramos:

			•	La psicología clínica, que se encarga de la investigación, la evaluación, el diagnóstico, el pronóstico, el tratamiento, la rehabilitación y la prevención de las cuestiones que afectan a la salud mental.

			•	La psicología infanto-juvenil, rama de la clínica, se especializa en el estudio del desarrollo y el comportamiento del niño, desde su nacimiento hasta terminada su adolescencia; lleva adelante métodos para prever y resolver los problemas en la salud mental tanto de los niños como de los adolescentes. 

			•	La psicología educacional es de carácter interdisciplinar, donde interactúan la psicología y las ciencias de la educación. Estudia los procesos de aprendizaje, los efectos sobre los estudiantes y los métodos de enseñanza.

			•	La psicología social y comunitaria estudia al individuo y su entorno social, intentando dar respuesta al porqué de las acciones y reacciones del sujeto frente a la realidad, y la influencia de las experiencias que atraviesan y condicionan su existencia. También se orienta a la investigación e intervención en problemas que afectan a comunidades y colectivos específicos.

			•	La psicología del trabajo y las organizaciones. Cuando el profesional integra el departamento de recursos humanos de una empresa, comienza a aplicar los principios de la psicología en el entorno organizacional y del trabajo, poniendo en práctica estos principios para la solución de problemas en el lugar de trabajo. El rol del psicólogo del trabajo implica el estudio, diagnóstico y coordinación del comportamiento humano dentro de las organizaciones.

			•	La psicología de las emergencias y los desastres abarca el estudio del comportamiento y el modo de reacción de personas o grupos en las diferentes fases de una situación de emergencia o desastre. Incluye lo que se conoce como PAP, o Primeros Auxilios Psicológicos, que son técnicas y procedimientos se aplican en situaciones tanto de desastres naturales como en eventos disruptivos de menor intensidad catastrófica, y que tienen como objetivo ayudar a las personas a asimilar la información, ofreciendo apoyo, para así reducir los efectos de un trauma.

			•	La neuropsicología, rama de la psicología orientada hacia las neurociencias, se dedica al estudio de lesiones, disfunciones y enfermedades que afectan al funcionamiento del sistema nervioso, tanto su diagnóstico como su rehabilitación. Esto incluye los trastornos del neurodesarrollo como el autismo, discapacidad intelectual, entre otros.

			•	La psicología jurídica y forense, que recopila, analiza y presenta pruebas de tipo psicológico que van a ser tenidas en cuenta en procesos judiciales. Se dedica a la creación de perfiles psicológicos de criminales, a la atención de víctimas (victimología), mediaciones, y otras tareas que se desarrollarán in extenso a continuación.

			
				
					
				
				
					
							
							FORMAS DE PSICOLOGÍA APLICADA

							>	psicología clínica, 

							>	psicología infanto-juvenil,

							>	psicología educacional,

							>	psicología social y comunitaria,

							>	psicología del trabajo y las organizaciones, 

							>	psicología de las emergencias y los desastres,

							>	neuropsicología,

							>	psicología jurídica y forense.

						
					

				
			

			LA PSICOLOGÍA JURÍDICA 

			La psicología jurídica es un área de trabajo e investigación psicológica especializada cuyo objeto de estudio es el comportamiento de los ACTORES JURÍDICOS* (1) en el ámbito del derecho, la ley y la justicia. 

			Es una rama de la psicología que estudia las cuestiones y los temas legales, y que compromete conceptos de dos disciplinas, la psicología y el derecho, tanto en su vertiente teórica y de investigación como en la aplicación, evaluación y tratamiento de las personas. 

			Comprende el estudio, explicación, promoción, evaluación, prevención, así como el asesoramiento y/o tratamiento de aquellos fenómenos psicológicos, conductuales y relacionales que inciden en el comportamiento legal de las personas, mediante la utilización de métodos propios de la psicología científica.

			La psicología jurídica se aplica en distintos ámbitos, en los que se requieren diferentes niveles de estudio e intervención:

			[image: Gráfico]

			•	Psicología aplicada en los tribunales o psicología forense: se trata de la evaluación psicológica de las personas involucradas en CAUSAS* o expedientes judiciales. 

			•	Psicología penitenciaria y CRIMINOLOGÍA*: estudia la per-sonalidad de los internos, calificando y evaluando sus rasgos temperamentales, de carácter, aptitudes, actitudes y sistema dinámico-motivacional, y en general todos los rasgos de la personalidad que se juzgue de interés para la interpretación y comprensión de cómo es y cómo actúa el observado.

			•	Psicología aplicada en las Fuerzas Armadas y de Seguridad: comprende el trabajo interdisciplinario de selección, formación y/o capacitación de personal. Se trata de actuaciones clásicas de la psicología del trabajo y de las organizaciones aplicadas en este ámbito.

			•	Psicología judicial o psicología del testimonio y jurado: aporta información útil para valorar las declaraciones de testigos y víctimas. 

			•	Victimología: investiga y contribuye a mejorar la situación de la víctima y su interacción con el sistema legal.

			•	Mediación: se trata de una intervención que clarifica la posición de las partes en litigio, a través de informes prejudiciales.

			LAS INCUMBENCIAS PROFESIONALES

			Las incumbencias profesionales constituyen el marco jurídico dentro del cual se desenvuelve el ejercicio de una profesión. Indican la capacidad potencial que les corresponde a los profesionales de una determinada especialidad, y están fundadas en los conocimientos teórico-prácticos que han recibido durante sus estudios. 

			La psicología jurídica entrecruza dos discursos, dos bases epistemológicas y dos paradigmas diferentes: los de la psicología y los del derecho. En consecuencia, resulta importante conocer cuáles son las incumbencias del psicólogo, de acuerdo con lo establecido en la Ley Nacional 23.277, que rige el ejercicio profesional de la psicología. También, desde la praxis, se deben cumplir los códigos de ética que establecen las autoridades y asociaciones que nos rigen y que en muchos casos determinan las condiciones para el ejercicio de nuestra profesión: las inhabilidades e incompatibilidades, los derechos y obligaciones del psicólogo, así como las prohibiciones que rigen la actividad. 

			En mayo de 2018 se establecieron las “actividades profesionales reservadas a los títulos de licenciado en psicología y psicólogo”. La Resolución 1254/2018, art. 36, anexo XXXIII del Ministerio de Educación, establece como reservadas exclusivamente a los psicólogos las siguientes actividades y acciones:

			
				
					
				
				
					
							
							1.	Prescribir y realizar acciones de evaluación, diagnóstico, orientación y tratamiento psicoterapéutico y rehabilitación psicológica.

							2.	Realizar intervenciones de orientación, asesoramiento y aplicación de técnicas psicológicas tendientes a la promoción de la salud.

							3.	Prescribir, realizar y certificar evaluaciones psicológicas con propósitos de diagnóstico, pronóstico, selección, orientación, habilitación o intervención en distintos ámbitos.

							4.	Planificar y prescribir acciones tendientes a la promoción y prevención de la salud mental en individuos y poblaciones.

							5.	Desarrollar y validar métodos, técnicas e instrumentos de exploración y evaluación psicológica.

						
					

				
			

			Muchas son las profesiones que están habilitadas para desem- peñarse como auxiliares de justicia. Ocurre que, entre los profesionales convocados en una causa judicial, en ocasiones se producen intervenciones que violan la Ley de Ejercicio Profesional de la Psicología, por desconocimiento o con intencionalidad. De hecho, la mayoría de los libros y manuales publicados hasta ahora, que tratan el tema de la evaluación y valoración del daño psicológico producido por el hecho que generó el inicio de un reclamo (por ejemplo, un accidente laboral o en la vía pública, malos tratos, situaciones violentas, entre otros), están escritos por médicos psiquiatras o médicos especialistas en medicina legal. Lo mismo sucede con la herramienta que usamos para valorar la intensidad de las secuelas psicológicas, los baremos, que también fueron realizados por médicos. Los baremos son tablas que, luego de obtenido un diagnóstico, mensuran el porcentaje de incapacidad que le corresponde a esa persona por encontrarse afectada por una patología reactiva. A mayor secuela psicológica, mayor porcentaje de indemnización por el daño sufrido en su psiquis. 

			El médico legista no solo usurpa incumbencias de nuestro título al proponer qué técnicas emplear y al “ordenar” determinadas prácticas. En muchas ocasiones, el pedido de designación de un perito psicólogo es desestimado por los letrados intervinientes, y se lo reemplaza por un médico legista (psiquiatra o no) como “perito único”, a quien se le solicita responder los puntos periciales de orden psicológico. 

			Hay letrados que están convencidos de que un médico legista, si es psiquiatra, es equivalente a un perito psicólogo; incluso algunos lo consideran más idóneo, lo que evidencia el profundo desconocimiento sobre las incumbencias de cada profesión. 

			También es habitual que los abogados le “indiquen” al perito psicólogo las técnicas que deberá emplear entre los puntos periciales propuestos. Lo mismo sucede con algunos jueces, quienes a veces redactan puntos periciales incluyendo los instrumentos que “deben” utilizarse, excediéndose así en sus funciones y conocimientos. Todo esto suele ser aceptado por peritos poco experimentados, por lo cual solo se obtiene información redundante o inútil que ni siquiera resulta de interés para la LITIS*. Lo más sorprendente es que esta conducta temeraria de letrados y jueces se da, casi con exclusividad, con los psicólogos, ya que no es frecuente que a otros peritos les indiquen qué práctica realizar, cómo hacerla, qué fórmulas contables usar o qué aplicación empleará el perito informático, por dar algunos ejemplos. 

			Otra situación que suele observarse es que no se sortea un perito psicólogo de oficio y, en cambio, le solicitan al médico legista que pida un estudio psicodiagnóstico a otro profesional. La mayor parte de las veces en la causa se indica que ese psicodiagnóstico sea realizado en un hospital público. La demora en las instituciones públicas es excesiva y dilata los tiempos procesales en extremo, pero además es infrecuente encontrar un especialista en psicología forense entre los psicólogos de los hospitales municipales y nacionales. La formación de los colegas que se desempeñan en los hospitales es fundamentalmente clínica, por lo que las conclusiones rara vez resultan claras para que el médico legista pueda responder los puntos de pericia que debería haber respondido un psicólogo.

			Una de las consecuencias graves de este cuadro de situación es que suele quedar sin discriminar el rol del médico legista, el del psiquiatra y el del psicólogo; otra es que al practicarse estas evaluaciones sin un adecuado control de los actores judiciales, suelen incorporarse informes inútiles, realizados por quienes no tienen especialización en evaluación y diagnóstico psicológico, ni en el contexto de la psicología forense. En esto casos el psicólogo no responde como auxiliar del juez porque es ajeno a la litis. 

			En la temática de daños y perjuicios se advierten muchos informes de parte que son realizados por psicólogos que, aun siendo ajenos a la litis, reciben instrucciones de los letrados de cómo deben ser las conclusiones de los mismos. Claramente, este tipo de actuaciones no toman en cuenta los recaudos en relación con la ética profesional ni con la IMPARCIALIDAD*, neutralidad u objetividad que amerita cualquier examen psicológico. Más de una vez, esos informes realizados sin controles o por colegas sin especialización, resultan ser redactados “a medida” de las necesidades del abogado de la parte interesada; por eso terminan constituyendo un fraude, ya que no resultan imparciales ni objetivos, sino tendenciosos. Muchas veces, los peritos noveles no se dan cuenta de que son “utilizados” por una de las partes en litigio para producir un fraude; es decir, para obtener un informe psicológico que forzadamente otorga incapacidad psicológica (cuando no hay indicadores en las producciones del peritado en esa dirección) contra la parte demandada, la cual deberá pagar al actor de la demanda en caso de prosperar el resultado en la sentencia. Muchos peritos inexpertos creen que el concepto de daño psíquico es ambiguo, poco claro o, sencillamente, aún no lo comprenden; tampoco llegan a vislumbrar la urdimbre de abogados litigantes que se especializan en daños y perjuicios, y que han desarrollado una organización orquestada para captar clientes “víctimas” de accidentes y así obtener a veces hasta el 40% de lo que cobre el cliente.

			Las incumbencias también diferencian los métodos e instrumentos de diagnóstico, así como los alcances en las áreas temáticas sobre las que cada profesional podrá expedirse. En un psicodiagnóstico pueden encontrarse indicadores de una organización psicótica de la personalidad, aun en ausencia de manifestaciones claras. En este sentido, en el ámbito forense, la entrevista clínica no es suficiente ya que los DICTÁMENES* requieren de una exhaustiva fundamentación, por lo que el instrumento principal del psicólogo, la entrevista, debe complementarse con técnicas objetivas y proyectivas adaptadas y validadas en nuestra población. 

			En los casos en los que se sospeche que el motivo de la litis haya ocasionando una lesión cerebral que comprometa las funciones cognitivas del peritado, es incumbencia de los psicólogos detectarla, describir qué función se encuentra alterada y cómo se manifiesta esa alteración. También es de su incumbencia medir y describir la inteligencia.

			El otro punto de conflicto en este mar de confusiones de los roles profesionales e incumbencias se da en relación con la indicación o sugerencia de la frecuencia y duración del tratamiento a seguir. 

			Un baremo propone un ordenamiento de la psicopatología y la descripción de sus manifestaciones, así como una pauta para poder establecer un criterio que clasifique la intensidad (leve, moderada, grave), lo que permite a los peritos guiarse para estimar un porcentaje de incapacidad. Al mismo tiempo, estos baremos suelen establecer que al grado leve le correspondería un tiempo determinado de tratamiento, al grado moderado un tiempo distinto, etc. En general, los baremos están escritos y presentados por médicos legistas y prevén un tiempo de tratamiento breve, orientado a las terapias focalizadas. Sin embargo, aunque el baremo constituye una guía para el experto, resulta imposible aplicar a todos los sujetos el mismo porcentaje y el mismo tipo de tratamiento, porque soslayaría las particularidades, la singularidad del caso por caso. 

			Este punto es comúnmente impugnado, como veremos más adelante, ya que suele interpretarse que los datos de los baremos son inequívocos y que se pueden aplicar en todos los casos por igual. En la práctica veremos que alguien que presenta una incapacidad psicológica de grado leve puede requerir más de un año de psicoterapia. O que a una persona que presente un porcentaje de rango moderado se le indique menos de un año de psicoterapia. El experto basará esas estimaciones y sugerencias en las evidencias halladas en sus estudios.

			Y considerando que el perito es, por definición, un experto, deberá darse crédito a sus conclusiones, ya que el psicólogo ha examinado y diagnosticado al sujeto con sus instrumentos de evaluación, los que le permitirán describir la personalidad y el funcionamiento de forma dinámica. Es decir, el psicólogo le describirá al juez cómo es esta persona, cómo se encuentra al momento del examen, qué impacto tuvo el hecho investigado en su psiquismo (si lo hubo), de qué modo se manifiesta, y le informará qué tipo de abordaje psicológico sería el más adecuado para ese caso particular y el tiempo que podría requerir el dispositivo terapéutico, calculando la frecuencia con la que sería óptimo trabajar sobre los aspectos que el perito habrá señalado. 

			Por su parte, el perito psiquiatra realiza una labor diagnóstica diferente, en cuanto a su técnica, y sus conclusiones o hipótesis preliminares pueden ser una guía para el perito psicólogo, o bien las conclusiones de ambos profesionales suelen complementarse y coincidir, logrando un buen trabajo en equipo. Este tipo de intercambios es observable en los casos en los que el juez ordena la evaluación de la capacidad mental de una persona, para lo que se organiza una junta de peritos entre los que hay psiquiatras, psicólogos, trabajadores sociales, quienes informan conjuntamente en un único DICTAMEN*. 

			
		
			
				
					
				
				
					
							
							CONCLUSIONES

							>	El psiquiatra no tiene entre sus incumbencias profesionales la evaluación mediante la aplicación de técnicas de exploración y diagnóstico psicológico. 

							>	El abogado y el médico legista no deberían indicarle al perito psicólogo qué instrumentos utilizar para hacer su trabajo, puesto que este último es un experto en el tema.

							>	El psicodiagnóstico es un proceso complejo e incluye la evaluación neurocognitiva, pero no el diagnóstico de enfermedades médicas.

							>	Los profesionales deben conocer sus incumbencias para hacerlas respetar y no invadir aspectos de conocimiento que son ajenos a su profesión. 

						
					

				
			

		
				
					1-  Las palabras incluidas en el glosario al final del libro estarán destacadas la primera vez que aparezcan con tipografía en versalita y un asterisco (véase págs. 275 y ss.).

				

			

		




		
			Capítulo 2

			ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN  DE LA JUSTICIA ARGENTINA

			INTRODUCCIÓN

			En este capítulo describiremos la estructura y organización de la Justicia argentina. La Justicia Nacional tiene carácter federal, se extiende a lo largo de todo el territorio nacional. En el Poder Judicial de la Nación se ordenan, a través de la Constitución Nacional y los códigos de fondo, los artículos que rigen la actuación de las personas en una sociedad determinada. Explicaremos cómo se trabaja en el Poder Judicial de la Nación –tanto en fueros nacionales como federales–, en la Justicia Provincial (haciendo hincapié en el funcionamiento de la provincia de Buenos Aires, así como también describiremos cómo trabaja el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA), por ser áreas de conocimiento exhaustivo de las autoras.

			También se ilustrarán las situaciones judiciales en las que el psicólogo suele ser convocado como auxiliar y consultor o perito. Saber qué conocimientos y habilidades se requieren para intervenir en cada materia judicial permite decidir al psicólogo si se encuentra formado para cumplir con el cometido, cuáles son las complicaciones o riesgos inherentes a su intervención, optimizar el tiempo destinado a esta tarea, así como seleccionar en qué áreas requiere mayor capacitación y, por ende, elegir en qué fueros se inscribirá para actuar como auxiliar de Justicia.

			ESTRUCTURA DEL PODER JUDICIAL DE LA NACIÓN

			Juan Cruz Ártico (2018) explica con claridad la estructura del Poder Judicial de la Nación:

			El Poder Judicial de la Nación es uno de los tres poderes de la República y se encuentra conformado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación y por los demás tribunales inferiores, tanto a nivel federal como provincial (art. 108, CN).

			A raíz del sistema de gobierno representativo, republicano y federal adoptado por la Constitución en su art. 1, la República Argentina se compone de veintitrés provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que además es sede del gobierno federal. 

			De este modo existe un doble orden judicial:

			1) una Justicia Nacional que ejerce sus atribuciones en todo el territorio del país sobre los asuntos que son propios de la materia federal –art.116, CN–, y 

			2) una Justicia ordinaria y común que ejerce sus funciones a través de los órganos judiciales que cada provincia crea y organiza en base a su autonomía –arts. 5, 121 y 123, CN– y que conoce en todos los puntos regidos por el derecho común y local, con las limitaciones establecidas en el art. 75 inc. 12º, CN. Es por ello que, de acuerdo a sus respectivas constituciones provinciales, cada provincia tiene una organización judicial propia.

			La competencia material se divide en los fueros criminal y correccional (instrucción en lo criminal y correccional, menores y rogatorias); criminal y correccional federal, de ejecución penal, penal económico, penal tributario, civil, comercial, del trabajo, seguridad social, contencioso administrativo federal y electoral. 

			La competencia federal se encuentra asignada expresamente por normas de la CN y las leyes dictadas por el Congreso Nacional. En tal sentido, el art. 116 CN establece, de modo general, cuestiones e intereses cuyo entendimiento corresponde a la Justicia Federal. Son de competencia federal el régimen penal tributario cuando se afecta al fisco nacional, el contrabando, los delitos marcarios, el narcotráfico, la falsificación de moneda, la trata de personas, el secuestro extorsivo, los delitos contra la administración pública nacional, los delitos de lesa humanidad y el lavado de activos de origen ilícito. 

			ORGANIZACIÓN DE LA JUSTICIA NACIONAL  EN FUEROS E INSTANCIAS 

			Los tribunales y materias según el fuero

			La palabra fuero proviene del latín forum, que significa plaza, mercado o espacio público. El fórum romano se convertía en la práctica en un lugar de encuentro y, por lo tanto, de intercambio de ideas y opiniones, y por derivación, es aquel sitio en donde se llevan a cabo AUDIENCIAS*. 

			La palabra tribunal proviene del latín y se refiere a la tarima o lugar elevado desde donde hablaban los jueces y magistrados (tribunos, representantes de una tribu), y con el tiempo pasó a designar el lugar donde se imparte justicia. 

			Descriptivamente, la Justicia se divide por las “materias” de las que se ocupa, las competencias en las que se desempeña. Es así que la Justicia se divide en los fueros que llevan adelante los Tribunales. 

			Por “instancia” se entiende cada uno de los grados en que se pueden resolver los asuntos sometidos a los tribunales de justicia. La mayoría de los sistemas judiciales se estructuran con un sistema de instancias, donde los fallos pueden ser apelados.

			En el Poder Judicial de la Nación podemos diferenciar:

			1.	fuero con COMPETENCIA* en todo el país, 

			2.	fuero nacional, 

			3.	fuero federal con asiento en la ciudad de Buenos Aires, 

			4.	fuero federal del interior.

			1. Fueros con competencia en todo el país

			•	Justicia Federal de Casación Penal. La Cámara Federal de Casación Penal es el máximo tribunal penal federal del país y se compone de cuatro salas. Conoce en los recursos de Casación interpuestos contra las decisiones de los Tribunales Orales Federales de la Capital y, además, es la instancia de revisión de las resoluciones de los Juzgados Nacionales de Ejecución Penal.

			•	Justicia Federal de la Seguridad Social. Está conformada por diez Juzgados Federales de Primera Instancia, cada uno de ellos con dos Secretarías, una común y una de ejecución tributaria y fiscal, y tiene como órgano de revisión a la Cámara Federal de la Seguridad Social, integrada por tres salas.

			2. Fueros nacionales 

			•	Justicia Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional. Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional, tres salas. Conoce en los recursos de Casación interpuestos contra las decisiones de los Tribunales Orales en lo Criminal y Correccional.

			•	Justicia Nacional en lo Comercial. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, seis Salas (denominadas con letras de la “A” a la “F”) y treinta y un Juzgados de Primera Instancia en lo Comercial.

			•	Justicia Nacional del Trabajo. Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, diez salas y ochenta Juzgados Nacionales del Trabajo.

			•	Justicia Nacional en lo Civil. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, trece salas (denominadas con letras de la “A” a la “M”) y ciento diez Juzgados Nacionales en lo Civil.

			•	Justicia Nacional en lo Criminal y Correccional. Interviene en los delitos cometidos en el territorio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de índole no federal y cuya competencia no fue transferida a la Justicia local. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, cinco Salas (I, IV, IV, VI y VII). Juzgados Nacionales en lo Criminal y Correccional (sesenta y tres).

			•	Juzgado Nacional de Rogatorias, Juzgados Nacionales de Menores (siete), Tribunales Orales de Menores (tres) y Tribunales Orales en lo Criminal y Correccional (treinta).

			3. Fueros federales con asiento en la ciudad de Buenos Aires 

			•	Justicia Nacional en lo Penal Económico. Cámara Nacional en lo Penal Económico compuesta de dos salas (A y B), órgano de revisión de los Juzgados Nacionales de Primera Instancia en lo Penal Económico (ocho en lo Penal Económico y tres en lo Penal Tributario). Asimismo, existen cuatro Tribunales Orales en lo Penal Económico.

			•	Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal (tres salas) y once Juzgados en lo Civil y Comercial Federal.

			•	Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal. Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal (cinco salas), doce Juzgados Contencioso Administrativo Federal y seis Juzgados Federales de Ejecuciones Tributarias.

			•	Justicia Nacional en lo Criminal y Correccional Federal. Cámara de Apelaciones Criminal y Correccional Federal (dos salas), doce Juzgados Federales de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal y nueve Tribunales Orales Federales.

			4. Fueros federales con asiento en el interior del país 

			•	Justicia Federal de Bahía Blanca

			•	Justicia Federal de Comodoro Rivadavia

			•	Justicia Federal de Córdoba

			•	Justicia Federal de Corrientes

			•	Justicia Federal de General Roca

			•	Justicia Federal de La Plata

			•	Justicia Federal de Mar del Plata

			•	Justicia Federal de Mendoza

			•	Justicia Federal de Paraná

			•	Justicia Federal de Rosario

			•	Justicia Federal de Posadas

			•	Justicia Federal de Resistencia

			•	Justicia Federal de Salta

			•	Justicia Federal de San Martín

			•	Justicia Federal de Tucumán

			•	Justicia Federal de San Justo

			•	Justicia Nacional de Luis Piedrabuena

			•	Justicia Nacional Electoral

			Los juzgados de primera instancia son los primeros en atender los conflictos que ingresan a la Justicia. Los juzgados son de carácter unipersonal; es decir, están bajo la autoridad de un único juez y su intervención finaliza con el dictado de la sentencia, que puede tener un carácter definitivo o ser apelada y, por ende, revisada en la siguiente instancia, es decir, la Cámara de Apelaciones de ese fuero.

			La intervención del perito siempre se ejerce dentro del desarrollo de la primera instancia, en lo que se denomina la apertura y armado del CUADERNO DE PRUEBAS*.

			EL ACCESO A LA JUSTICIA

			El Poder Judicial ofrece alternativas para resolver conflictos de manera ágil, económica y eficaz, sin promover un juicio.
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			1. Casas de Justicia

			De modo oficial y dentro del Poder Judicial funcionan desde hace algunos años las denominadas Casas de Justicia, donde en colaboración con instituciones locales (municipios, iglesias, etc.) funcionarios del Ministerio Público, en particular de la Defensa, concurren habitualmente con la finalidad de propender el acceso a medios alternativos de solución de conflictos. Las Casas de Justicia se encuentran fuera de las cabeceras departamentales a fin de descentralizar las posibilidades de acceso y procurar una mayor inmediatez.

			2. Jueces de Paz

			La competencia material de la Justicia de Paz de la provincia de Buenos Aires, delineada en el art. 61 de la Ley 5827, presenta características de excepción, en tanto distingue, conforme al ámbito geográfico, una configuración amplia o restringida según su proximidad con la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

			La principal diferencia de las órbitas resultantes se centra en figuras propias del derecho de familia, usucapión, desalojo y sucesión, atendidas únicamente en los Juzgados de Paz del interior provincial. Mantienen en común limitadas competencias en materia registral y penal, agregándose por fuera del marco orgánico normativo, y desordenadamente, competencias variadas que abarcan desde relaciones de consumo hasta CONTRAVENCIONES* municipales.

			3. Servicios de Mediación

			La Ley 26.589 de Mediación y Conciliación establece con carácter obligatorio la mediación previa a todo proceso judicial (salvo las excepciones expresamente contempladas en su art. 5) con el objeto de promover la comunicación directa entre las partes para la solución EXTRAJUDICIAL* de la controversia.

			4. Oficina Multipuertas

			Quizá la forma de institucionalización más completa de la Resolución Alternativa de Disputas (RAD) en el sector público es el llamado Tribunal Multipuertas. Está concebido como un centro de resolución de disputas que se fundamenta en la tesis de que existen ventajas y desventajas para un caso específico que hacen aconsejable diferentes formas de resolver disputas. 

			Lo que caracteriza al modelo Multipuertas es una mesa de entradas centralizada y un centro de diagnóstico para escrutar los casos y derivarlos al método de solución más adecuado al caso, lo que lo diferencia de otro tipo de programas conectados a los Tribunales. En el Multipuertas, el diseño, implementación y coordinación de los servicios de resolución de disputas se llevan a cabo dentro de los Tribunales.

			5. Oficina de Violencia Doméstica

			La Oficina de Violencia Doméstica (OVD) fue creada en 2006 por la Corte Suprema de Justicia de la Nación con el objetivo de facilitar el acceso a la Justicia de las personas que, afectadas por HECHOS* de violencia doméstica, se encuentran en situación de especial vulnerabilidad.

			En 2016, el Máximo Tribunal amplió las funciones de la Oficina y comenzó a atender casos de trata de personas con fines de explotación sexual y/o de explotación de la prostitución. En estos casos, la Corte Suprema indicó que pueden realizar denuncias las personas afectadas y también quienes que tengan un vínculo familiar y/o afectivo con las personas damnificadas. Para ello, la oficina permanece abierta de manera permanente. (1)

			Un equipo interdisciplinario elabora el informe de riesgo en un plazo de dos horas. De este modo, el informe permite que en una única entrevista se labre el acta que dará inicio, eventualmente, a un proceso judicial (civil y/o penal); se evalúe la situación de riesgo de la persona afectada; se constaten las lesiones corporales; se confeccione el correspondiente informe médico y se brinde toda la información existente respecto de la situación observada. Luego de confeccionado el informe, se procede a la derivación correspondiente tanto judicial como no judicial. 

			
				
					
				
				
					
							
							SERVICIOS QUE BRINDA LA OVD

							>	Ofrece información vinculada con la problemática de la violencia doméstica en el ámbito de la ciudad de Buenos Aires y la trata de personas con fines de explotación sexual o prostitución en el ámbito federal. 

							>	Recibe el relato de las personas afectadas a fin de elaborar un informe de riesgo, labra las actas correspondientes y dispone la realización de los exámenes médicos que sean necesarios.

							>	Indica los cursos de acción posibles según el conflicto relatado y efectúa en cada caso las derivaciones pertinentes.

							>	Realiza el seguimiento de las derivaciones a través de los informes que proporcionan las dependencias judiciales.

						
					

				
			

			
				
					
				
				
					
							
							Por decisión del Máximo Tribunal, la Oficina de Violencia Doméstica (OVD) está permanentemente abierta. Funciona todos los días del año durante las 24 horas en Lavalle 1250, ciudad de Buenos Aires. 

						
					

				
			



			ORGANIZACIÓN DE LA JUSTICIA  DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

			Cada una de las provincias de la Argentina, basándose en la autonomía reconocida por la Constitución Nacional en su art. 5, establece la administración y organización de la Justicia ordinaria dentro de su territorio. Es por ello que en la Argentina hay una organización judicial distinta en cada una de las provincias. Esa organización es creada de acuerdo con cada una de las constituciones provinciales y los propios códigos procesales.

			En la provincia de Buenos Aires, la justicia depende del Ministerio de Justicia de la Provincia. A los fines de administrar justicia, la Provincia está dividida en unidades territoriales, que se denominan departamentos judiciales, creados por la Ley 5827 y que no necesariamente coinciden con la división política de los partidos del mapa provincial. Por ejemplo, el departamento judicial de Lomas de Zamora abarca los partidos de Almirante Brown, Esteban Echeverría, Ezeiza, Lomas de Zamora. Lanús y Avellaneda constituyen un nuevo departamento judicial debido al gran caudal de causas y de densidad poblacional. Cada uno de ellos (veinte en total) tiene una cabeza de Departamento y está en relación directa con su densidad poblacional. 

			Estructura del Poder Judicial de la provincia de Buenos Aires

			La organización del Poder Judicial de la provincia de Buenos Aires está conformada por: 

			1.	La Suprema Corte de Justicia.

			2.	El Tribunal de Casación Penal.

			3.	Las Cámaras de Apelación en lo Civil y Comercial, de Garantías en lo Penal y en lo Contencioso Administrativo.

			4.	Los Jueces de Primera Instancia en lo Civil y Comercial, de Familia, en lo Contencioso Administrativo, de Garantías, de Garantías del Joven, de Responsabilidad Penal Juvenil, en lo Correccional, de Ejecución en lo Penal y de Ejecución Tributaria (aún sin funcionamiento).

			5.	Los Tribunales en lo Criminal.

			6	Los Tribunales del Trabajo.

			7.	Los Jueces de Paz.

			8.	El Juzgado Notarial.

			9.	El Cuerpo de Magistrados Suplentes.

			Este ordenamiento está establecido por ley (art. 160 de la Constitución Provincial, y la Ley Orgánica del Poder Judicial nº 5827).

			1.	La Suprema Corte de Justicia es la última instancia de apelación de sentencias y resuelve acerca de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de leyes, decretos, ordenanzas o reglamentos que conciernan a materia regida por la Constitución Provincial, entre otras funciones que posee.

			2.	El Tribunal de Casación Penal es el máximo tribunal penal que existe por debajo de la Corte Suprema. Las causas penales deben pasar por Casación antes de llegar a la Corte Suprema. Ante este tribunal, se presentan reclamos por posibles errores o discrepancias en la lectura de las leyes, por disenso en los fundamentos de un FALLO*, o la inconstitucionalidad de un fallo o una norma.

			3.	Las Cámaras de Apelaciones son tribunales de segunda instancia; es decir, actúan como órgano de revisión de sentencias de los jueces en primera instancia. 

			4.	Juzgados de Primera Instancia: en ellos se inician las causas judiciales, por eso sus sentencias se denominan “en primera instancia”, porque quedan otras instancias superiores para reclamar por esas sentencias. Tienen diferentes fueros, o especialidades: Civil y Comercial, Familia, Laboral, Contencioso Administrativo, de Garantías, de Garantías del Joven, de Responsabilidad Penal Juvenil, en lo Correccional, de Ejecución en lo Penal y de Ejecución Tributaria. El Fuero de Responsabilidad Penal Juvenil surgió el 18 de enero del 2007. Según el artículo que le dio origen, debía integrarse por Cámaras de Apelación y Garantías en lo Penal, Tribunales de Responsabilidad Penal Juvenil, Juzgados de Responsabilidad Penal Juvenil, Juzgados de Garantías del Joven y Ministerio Público del Joven. Esta ley implicó la transformación de los Tribunales de Menores en los nuevos órganos. El Fuero de Ejecuciones Tributarias con juzgados en primera instancia fue creado en el año 2006 para actuar en la EJECUCIÓN* de créditos fiscales y derivaciones de estos, pero aún no ha sido puesto en funcionamiento.

			5.	Tribunales en lo Criminal: son parte de la reforma de la organización judicial que se inició con el nuevo Código de Procedimiento Penal.

			6.	Tribunales de Trabajo: hasta 2021, la Justicia laboral en la provincia de Buenos Aires se desenvuelve con tribunales de instancia única (no hay Cámaras de Apelación), en controversias individuales que tengan lugar entre empleadores y trabajadores. El 15 de noviembre de 2018 se sanciona con fuerza de ley por parte del Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires la abolición de la ley anterior, siendo reemplazada por la Ley 15.057, en la que se establece que la Justicia laboral pasará a ser tramitada en juzgados unipersonales (ya no tribunales, compuestos por tres jueces) y se prevé la creación de una segunda instancia en la que interviene una cámara de apelaciones. 

			7.	Juzgados de Paz: como ya señalamos, la provincia de Buenos Aires se divide en departamentos judiciales, que tienen una ciudad cabecera. En los partidos de la Provincia que no son cabecera de un departamento judicial se encuentran los Juzgados de Paz, que se encargan de resolver causas menores, de tipo vecinal, rural, o faltas correccionales, entre otras.

			8.	Juzgado Notarial: se ocupa de la fiscalización del notariado y el juzgamiento de las faltas cometidas por los escribanos.

			9.	Cuerpo de Magistrados Suplentes: la Suprema Corte dispone de sus miembros para cubrir vacantes transitorias por renuncia, remoción, suspensión, fallecimiento o licencia por un plazo de más de sesenta días corridos.

			Fuero de familia y fuero penal del niño

			Desde hace ya varios años se ha comenzado en la provincia de Buenos Aires un recorrido que tiene como objetivo modernizar los conceptos y el enfoque sobre la aplicación del derecho en la infancia.

			La Ley 13.634 (2007) instituye los juzgados de familia y el fuero penal del niño. 

			En ella se establece que los niños y las niñas tienen derecho a ser oídos en cualquier etapa del proceso, a peticionar, a expresar sus opiniones y a que estas se tengan en cuenta en las decisiones que afecten o conciernan a sus derechos, considerando su desarrollo psicofísico. En el caso de los niños por nacer ejercerá este derecho la madre y el juez garantizará debidamente el ejercicio de este derecho.

			Los tribunales de familia fueron reemplazados por juzgados unipersonales, en los que participan un juez, un consejero de familia y un equipo técnico auxiliar: los peritos pertenecientes a esta asesoría dependen de cada departamento judicial (es decir, trabajan en relación de dependencia).

			Los “tribunales de menores” fueron reemplazados por Cámaras de Apelación y Garantías en lo Penal, Tribunales de Responsabilidad Penal Juvenil, Juzgado de Responsabilidad Penal Juvenil, Juzgados de Garantías del Joven y Ministerio Público del Joven.

			Ministerio Público Bonaerense

			El Ministerio Público (Ley 14.442 de la provincia de Buenos Aires) es el cuerpo de fiscales, defensores oficiales, CURADORES* y asesores de menores e incapaces, que, encabezado por el procurador general, actúa en defensa de los intereses de la sociedad, gozando de autonomía e independencia. También se incluyen el Fiscal de Casación y el Defensor de Casación. 

			El Ministerio Público Fiscal (MPF) tiene a cargo la persecución de los delitos y la defensa de los intereses generales de la sociedad. Entre otras funciones recibe denuncias y promueve investigaciones, controla las tareas de los juzgados y tribunales de cualquier fuero, de oficio (motu proprio) o por denuncia del interesado, y es el encargado de llevar a juicio a los acusados de cometer delitos de acción pública.

			El Ministerio Público de la Defensa es el encargado de asesorar, representar y defender de manera gratuita a las personas que carecen de recursos para hacer valer sus derechos en un juicio. Es lo que se conoce como “defensor oficial” en el lenguaje popular. 

			Los asesores de menores e incapaces y curadores son los que representan, defienden y asisten los derechos a la vida, a la salud, la identidad y a ser oídos de las personas que, por su condición de incapacidad o minoridad, así lo necesiten. (2)

			
				
					
					
				
				
					
							
							TRIBUNALES

						
							
							MATERIAS

						
					

					
							
							Civil y Comercial

						
							
							Daños y perjuicios contractuales y extracontractuales, juicios ejecutivos, desalojos, cobro de alquileres, sucesiones, concursos y quiebras, entre otros.

						
					

					
							
							Laboral

						
							
							Despidos, enfermedades, accidentes, accidentes de trabajo. 

						
					

					
							
							Penal

						
							
							Homicidios, abuso sexual, secuestro extorsivo, lesiones, corrupción de menores, infracción a la ley de tenencia y tráfico de estupefacientes, etc.

						
					

					
							
							Familia

						
							
							Divorcios, tenencia de hijos, alimentos, filiación, entre otros. 

						
					

					
							
							Contencioso 

							administrativo

						
							
							Decide sobre causas que versen sobre responsabilidad patrimonial, generada por la actividad lícita o ilícita de la provincia, los municipios y los entes públicos estatales.

						
					

					
							
							Juzgados de 

							Paz Letrada

						
							
							Es competente en materia de faltas provinciales, como alzada de los fallos dictados por la Justicia de Faltas Municipales y en causas de menor cuantía y vecinales.

						
					

					
							
							Juzgados de 

							Faltas Municipal

						
							
							Se expide sobre todas las infracciones municipales que se cometan dentro del partido en el que ejercen funciones y en el juzgamiento de restantes faltas. Ej: infracciones de tránsito, falta de habilitación comercial, etc.
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